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El Pleno del Consejo Consultivo 
de Castilla y León, reunida en 
Zamora el día 20 de julio de 2011, 
ha examinado el anteproyecto de 
ley por la que se introducen modifi-
caciones relativas a la organización 
y funcionamiento de los Consejos 
Consultivo y de Cuentas y al 
Gobierno y Administración de la 
Comunidad, y a la vista del mismo y 
tal como corresponde a sus compe-
tencias, emite, por unanimidad, el 
siguiente 

 
 
 

DICTAMEN 
 
I 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 

El día 13 de julio de 2011 tuvo entrada en este Consejo Consultivo la 
solicitud de dictamen preceptivo sobre el anteproyecto de ley por la que se 
introducen modificaciones relativas a la organización y funcionamiento de los 
Consejos Consultivo y de Cuentas y al Gobierno y Administración de la 
Comunidad.  

 
Examinada la solicitud y admitida a trámite con fecha 13 de julio de 2011 

se procedió a darle entrada en el registro específico de expedientes del Consejo 
con el número de referencia 927/2011, iniciándose el cómputo del plazo para la 
emisión del dictamen, previa reducción de éste, tal como dispone el artículo 53 
del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo de Castilla y León, aprobado 
por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre. Turnado por el Sr. Presidente 
del Consejo, correspondió su ponencia al Presidente y a todos los Consejeros. 
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Primero.- El anteproyecto 
 
El anteproyecto de ley sometido a dictamen consta de una exposición de 

motivos, tres artículos, dos disposiciones transitorias y una disposición final. 
 
La exposición de motivos señala, de una parte, los artículos del Estatuto 

de Autonomía de Castilla y León que se refieren a las instituciones propias de la 
Comunidad (Consejo Consultivo y Consejo de Cuentas) cuyas leyes reguladoras 
son objeto de modificación en la norma proyectada. Menciona también la Ley 
reguladora del Gobierno y de la Administración de la Comunidad, que 
igualmente es objeto de modificación por la norma que se dictamina. 

 
Por otra parte, la exposición de motivos se refiere a los momentos 

actuales de dificultad económica, en los que la ciudadanía exige una mayor 
austeridad en la gestión de todos los Gobiernos e Instituciones públicas, que 
han llevado al Presidente de la Junta de Castilla y León a comprometerse en su 
pasado discurso de investidura a impulsar con el mayor consenso posible una 
modificación de las leyes reguladoras del Consejo Consultivo, del Consejo de 
Cuentas y del Gobierno y de la Administración de la Comunidad. 

 
Mediante este anteproyecto de ley se introducen las medidas anunciadas 

por el Presidente de la Junta en el referido discurso, que se resumen en las 
siguientes: reducción del número de consejeros de las dos citadas Instituciones 
propias de la Comunidad, limitación del mandato de los consejeros natos del 
Consejo Consultivo, limitación del número de consejeros de la Junta y, por 
ende, del número de departamentos en que se organiza la Administración 
General de la Comunidad, la sustitución de la publicación de los informes de 
fiscalización del Consejo de Cuentas en el Boletín Oficial de Castilla y León por 
su publicación en la sede electrónica de dicho Consejo y, por último, la 
atribución de una nueva función de informe al Consejo Consultivo. 

 
El anteproyecto se estructura del siguiente modo: 
 
 El artículo 1 modifica determinados artículos de la Ley 1/2002, de 

9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de Castilla y León, y consta de 6 
apartados: 
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  El apartado 1 modifica el artículo 5, relativo a las consultas 
facultativas. 

 
  El apartado 2 modifica el artículo 7.2, que se refiere al 

número y designación de los consejeros electivos. 
 
  El apartado 3 modifica el artículo 7.4, que se refiere a los 

consejeros natos. 
 
  El apartado 4 modifica el artículo 11.3, sobre 

incompatibilidades de los consejeros electivos. 
 
  El apartado 5 modifica el artículo 12.1.9º sobre pérdida de 

la condición de consejero por incompatibilidad sobrevenida. 
 
  El apartado 6 modifica la disposición final primera, que se 

refiere a la regulación del procedimiento de elección por las Cortes de Castilla y 
León de los consejeros electivos. 

 
 El artículo 2 modifica determinados artículos de la Ley 2/2002, de 

9 de abril, reguladora del Consejo de Cuentas de Castilla y León, y consta de 5 
apartados: 

 
  El apartado 1 modifica el artículo 14.7, sobre la publicidad 

de los informes de fiscalización y de las resoluciones que adopten las Cortes de 
Castilla y León. 

 
  El apartado 2 modifica el artículo 19.1, que se refiere a la 

composición del Pleno del Consejo de Cuentas. 
 
  El apartado 3 modifica el artículo 19.3, que se ocupa de la 

regulación de la constitución y de la adopción de acuerdos por el Pleno del 
Consejo. 

 
  El apartado 4 modifica el artículo 19.4, relativo a la 

convocatoria del Pleno del Consejo. 
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  El apartado 5 modifica el artículo 22.1, que regula la 
elección de los consejeros de Cuentas. 

 
  El artículo 3 modifica el artículo 15 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 
del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, que se 
ocupa de la composición de la Junta de Castilla y León. 
 
  La disposición transitoria primera se refiere a la aplicación de las 
disposiciones sobre los consejeros natos del Consejo Consultivo contenidas en 
la ley. 
 
  La disposición transitoria segunda se ocupa de los informes de 
fiscalización pendientes de publicar en la fecha de entrada en vigor de la ley.  
 
  La disposición final, por último, prevé la entrada en vigor de la 
norma proyectada al día siguiente de su publicación en el Boletín Oficial de 
Castilla y León. 
 
 Segundo.- El expediente remitido. 
 

En el expediente que acompaña al anteproyecto de ley, además de un 
índice de los documentos que lo conforman, figuran los siguientes: 

 
1.- Borrador inicial del anteproyecto, carente de fecha. 
 
2.- Remisión del texto a las Consejerías y las correspondientes 

contestaciones de éstas. 
 
3.- Informe de la Dirección General de Presupuestos y Fondos 

Comunitarios de la Consejería de Hacienda de 5 de julio de 2011. 
 

 4.- Informe de la Dirección de los Servicios Jurídicos de 6 de julio 
de 2011. 

 
5.- Memoria justificativa del anteproyecto de ley, que comprende 

los siguientes extremos: marco normativo, necesidad y oportunidad de la 
disposición, contenido de la reforma, valoración económica y trámites y 
audiencia. 
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6.- Texto del anteproyecto de ley sometido a dictamen, carente de 
fecha. 

 
En tal estado de tramitación, se dispuso la remisión del expediente al 

Consejo Consultivo de Castilla y León para que emitiera dictamen. 
 
 

II 
CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

 
1ª.- Competencia del Consejo Consultivo de Castilla y León. 
 
El Consejo Consultivo de Castilla y León dictamina en el presente 

expediente con carácter preceptivo, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 4.1.c) de la Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León, correspondiendo al Pleno emitir el dictamen 
según lo establecido en el artículo 19.2 de dicha Ley. 

 
2ª.- Contenido del expediente. 
 
El artículo 51.1 del Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 

aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dispone que las 
solicitudes de dictamen deberán incluir toda la documentación y antecedentes 
necesarios para dictaminar sobre las cuestiones consultadas, así como el 
borrador, proyecto o propuesta de resolución. A la documentación y 
antecedentes se acompañará un índice numerado de documentos. 

 
Para el supuesto de los anteproyectos de ley, ha de considerarse 

documentación necesaria la exigida por el artículo 75.3 de la Ley 3/2001, de 3 
de julio, del Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y 
León. Conforme a dicho precepto el anteproyecto, cuya elaboración se iniciará 
en la Consejería competente por razón de la materia, deberá ir acompañado de 
una Memoria en la que se incluirán, en lo que afecta al anteproyecto objeto del 
presente informe: 

 
 a) Un estudio del marco normativo en el que pretende 

incorporarse, con expresión de las disposiciones afectadas y la tabla de 
vigencias. 
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 b) Los informes y estudios sobre su necesidad y oportunidad. 
 
 c) Un estudio económico con referencia al coste a que dará lugar, 

en su caso, así como a su financiación. 
 
 d) La expresión de haber dado el trámite de audiencia, cuando 

fuere preciso, y efectuado las consultas preceptivas. 
 
La Ley citada exige, además, que el anteproyecto se envíe a las restantes 

Consejerías para su estudio, se informe por los servicios jurídicos de la 
Comunidad y se someta, con carácter previo a su aprobación por la Junta de 
Castilla y León, al examen de los órganos consultivos cuya consulta sea 
preceptiva. 

 
En el presente caso, como ha quedado reflejado en los antecedentes de 

hecho y se acredita con la documentación enviada, se ha dado cumplimiento al 
referido precepto. 

 
No obstante, se echa en falta en el expediente la documentación 

acreditativa de la remisión del texto proyectado a las Instituciones afectadas, 
así como la referencia al cumplimiento del Decreto 43/2010, de 7 de octubre, 
por el que se aprueban determinadas medidas de mejora en la calidad 
normativa de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, en 
particular a los artículos 3 y 4, sobre la evaluación del impacto normativo. 

 
Sin perjuicio de esta última observación, cabe concluir, a la vista de la 

documentación remitida, que el anteproyecto de ley cumple, en esencia, lo 
previsto en la normativa descrita. 

 
 3ª.- Competencia de la Comunidad de Castilla y León. 
 

El artículo 19.2 del Estatuto de Autonomía de Castilla y León establece 
como instituciones propias de la Comunidad, entre otras, el Consejo Consultivo 
de Castilla y León y el Consejo de Cuentas de Castilla y León. 

 
A estas Instituciones se refiere posteriormente el Estatuto de Autonomía 

en su artículo 33, que dispone que el Consejo Consultivo es el superior órgano 
consultivo de la Junta y de la Administración de la Comunidad y que una ley de 
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las Cortes de Castilla y León regulará su composición, organización, 
funcionamiento y competencias. 

 
Por su parte, el artículo 90 establece que el Consejo de Cuentas, 

dependiente de las Cortes de Castilla y León, realizará las funciones de 
fiscalización externa de la gestión económica, financiera y contable del sector 
público de la Comunidad Autónoma y demás entes públicos de Castilla y León, 
sin perjuicio de las competencias que corresponden al Tribunal de Cuentas de 
acuerdo con la Constitución; y que una ley de Cortes regulará sus 
competencias, organización y funcionamiento.  

 
Por lo que se refiere a la Junta de Castilla y León, el artículo 19.1 del 

Estatuto considera a la Junta de Castilla y León institución básica de la 
Comunidad y el artículo 28 dispone que la Junta de Castilla y León es la 
institución de Gobierno y Administración de la Comunidad de Castilla y León y 
que una ley de Castilla y León regulará la organización y composición de la Junta. 

 
A la vista de los preceptos mencionados del Estatuto de Autonomía, no 

existe duda acerca de la competencia de la Comunidad para regular todo lo 
relativo a las referidas Instituciones, competencia que tiene su fundamento 
último y principal en la Constitución, cuyo artículo 148.1 1ª considera 
competencia exclusiva de las comunidades autónomas la relativa a la 
“Organización de sus instituciones de autogobierno”. En correspondencia a esta 
previsión constitucional, el artículo 70.1 1º del Estatuto de Autonomía de 
Castilla y León atribuye a la Comunidad la competencia exclusiva en materia de 
“Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno”.  

 
 Por lo tanto, a la vista de estos preceptos cabe afirmar que el 
anteproyecto de ley sometido a dictamen respeta el orden competencial 
constitucionalmente establecido. 
 

4ª.- Observaciones al texto del anteproyecto. 
 
Consideración general. 
 
Como primera observación de carácter general al texto remitido ha de 

señalarse que, de acuerdo con la propia estructura del Estatuto de Autonomía 
y, particularmente, el orden en el que las Instituciones objeto de la norma que 

 7



 

se dictamina aparecen reguladas en él, parece lógico que en el texto figure en 
primer lugar el artículo que modifica la composición de la Junta de Castilla y 
León y posteriormente los de las otras dos Instituciones por el orden en el que 
aparecen actualmente. Es decir, parece más ajustado al Estatuto de Autonomía 
que el artículo 3 del anteproyecto pase a figurar como artículo 1 y los otros dos 
artículos pasen a numerarse, respectivamente, como artículos 2 y 3, aunque su 
extensión sea considerablemente mayor que la del primero; realmente todos 
ellos tienen como causa la reducción del número de componentes de cada uno 
de los órganos colegiados. 

 
Exposición de motivos. 
 
Deberían recogerse en la exposición de motivos todos los títulos 

competenciales en cuya virtud se dicta la ley. No se considera preciso, sin 
embargo, citar la ley que modificó la regulación del Consejo de Cuentas; pero si 
así se hiciere, deberían mencionarse también las dos leyes de modificación del 
Consejo Consultivo. 

 
Artículo 1.- Modificación de determinados artículos de la Ley 

1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de Castilla y 
León. 

 
Antes de entrar en el análisis de los preceptos que modifican la 

regulación vigente del Consejo Consultivo es preciso realizar una breve reflexión 
acerca de la función que está llamado a desempeñar el Consejo Consultivo 
dentro de la Comunidad Autónoma y que, al margen de las definiciones que de 
él nos ofrece el derecho positivo recogidas en el artículo 33 del Estatuto de 
Autonomía y en su propia Ley reguladora, puede sintetizarse en una doble 
función de garantía que constituyen, en términos coloquiales, las dos caras de 
una misma moneda: garantía para la consecución del interés general, al velar 
por el sometimiento de la Administración a la Ley y al Derecho, y garantía para 
los derechos e intereses legítimos de los administrados. 

 
Cualquier regulación, actual y futura, de esta Institución consultiva no 

puede obviar este doble objetivo que necesariamente ha de alcanzarse de 
forma conjunta; la consecución de uno de ellos implica la del otro, no es posible 
alcanzar sólo uno y despreciar el otro objetivo. 
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Puede ya anticiparse que la modificación normativa que se somete a 
consulta no hace peligrar en modo alguno que pueda lograrse esta doble 
garantía, aunque sí es importante asegurarse y poner los medios para que el 
funcionamiento ordinario del Consejo no se resienta con las modificaciones 
legislativas que se proponen. 
 
 1.1.- Modificación del artículo 5. 
 

La modificación de este precepto consiste en la inclusión en él de un 
nuevo apartado 2, que posibilita que el Consejo Consultivo pueda elaborar, a 
solicitud de la Junta de Castilla y León, dictámenes sobre asuntos relacionados 
con el cumplimiento y desarrollo del Estatuto de Autonomía no incluidos en el 
artículo anterior, que se refiere a las consultas preceptivas (con ello el antiguo 
apartado 2 pasa ahora a ser apartado 3). 

 
La posibilidad por parte del Consejo de elaborar estudios, informes o 

propuestas a solicitud de la Junta de Castilla y León sobre el cumplimiento y 
desarrollo del Estatuto de Autonomía fue ya planteada por este Consejo 
Consultivo en una ponencia, a la que más adelante se aludirá, aprobada en el 
mes de mayo de 2009 por el Pleno sobre la modificación de su Ley reguladora. 
Respecto de la modificación proyectada, este Consejo Consultivo considera 
preciso realizar las siguientes dos observaciones: 
 
  - El precepto se limita textualmente a posibilitar la emisión de 
“dictámenes”; sin embargo la Memoria que acompaña al anteproyecto se 
refiere a “estudios, informes o propuestas”, términos que indudablemente dan 
al precepto una mayor amplitud, un mayor margen de actuación al Consejo y, 
como se ha expuesto, coinciden con la propuesta planteada en su día por el 
Consejo Consultivo. Por otra parte coincide también casi totalmente con las 
funciones atribuidas al Consejo de Estado por la Ley Orgánica 3/2004, de 28 de 
diciembre, de elaborar “estudios, informes o memorias” que el Gobierno le 
solicite. 
 
  - Sistemáticamente parece más adecuado que el precepto se 
incluya como un segundo párrafo del artículo 2. Si la observación fuera 
atendida, se trataría de una consulta que, si bien podría calificarse de 
facultativa, difiere de las contempladas en el apartado 1 del artículo, por quien 
lo pide (la Junta de Castilla y León) y por lo que se pide, estudios, informes o 
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propuestas sobre asuntos relacionados con el cumplimiento y desarrollo del 
Estatuto de Autonomía. Se trataría en todo caso de que el Consejo Consultivo 
pudiera responder a la solicitud de la Junta de Castilla y León, posiblemente de 
contenido complejo, sin tener que ajustarse al plazo ordinario de un mes para 
la elaboración de un dictamen que establece el artículo 53.1 del Reglamento 
Orgánico, como si se tratara de una consulta ordinaria, aunque ésta fuera 
facultativa; plazo que podría llegar a resultar claramente insuficiente. 
 

 En esta misma dirección, la Ley Orgánica 3/2004, de 28 de diciembre, 
incluye esta nueva función del Consejo de Estado en el apartado 3 del artículo 2 
de la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del que su apartado 1 puede 
considerarse de contenido similar al artículo 2 de la Ley reguladora del Consejo 
Consultivo de Castilla y León. 

 
 1.2.- Modificación del artículo 7.2. 
 

Este precepto suprime la designación de dos consejeros electivos por la 
Junta de Castilla y León, con lo que el Consejo Consultivo pasará a estar 
compuesto sólo por tres consejeros electivos designados por las Cortes de 
Castilla y León y por el o los consejeros natos que cumplan lo previsto en el 
apartado 4 de este artículo, que también es objeto de modificación. Con ello, el 
Consejo Consultivo de Castilla y León pasa a ser el Consejo Consultivo de 
composición más reducida de entre los existentes en España (sin computar a 
los ex Presidentes que, por su condición de tal, puedan formar parte de un 
Consejo), que oscilan entre los 18 miembros del Pleno del Consejo Consultivo 
de Andalucía y los 5 de los Consejos Consultivos de Asturias, Castilla-La 
Mancha, Extremadura, La Rioja y Región de Murcia. 

 
El Consejo Consultivo en principio nada tiene que objetar con arreglo a 

derecho a la reducción del número de consejeros electivos por las razones que 
se recogen en la exposición de motivos del anteproyecto, al tratarse de una 
decisión que no contraviene ninguna norma de rango superior.  

 
Sin embargo, no ha de olvidarse que los consejeros, juntamente con el 

presidente, son quienes componen los órganos colegiados del Consejo, Pleno y 
Secciones, cuyo funcionamiento es preciso garantizar mediante las normas 
correspondientes, legales o reglamentarias, ya que de dicho funcionamiento 
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depende esencialmente que el Consejo pueda ejercer la función consultiva 
encomendada estatutariamente. 

 
Es sabido que la voluntad de un órgano colegiado se forma con el 

concurso de voluntades de quienes componen dicho órgano. La Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, y la Ley 3/2001, de 3 de julio, del 
Gobierno y de la Administración de la Comunidad de Castilla y León, se ocupan 
de regular con cierto detalle el régimen jurídico a que deben ajustarse estos 
órganos “sin perjuicio de las peculiaridades organizativas de las 
Administraciones Públicas en que se integran” (artículo 22.1 de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre) y “las disposiciones o convenios de creación (…) y sus 
reglamentos de régimen interior” (artículo 52 de la Ley 3/2001, de 3 de julio, 
del Gobierno y de la Administración de la Comunidad). 

 
En concreto, la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, además de enumerar 

las funciones del presidente, miembros y secretario del órgano colegiado, 
contiene una serie de reglas para hacer posible el funcionamiento del órgano 
colegiado relativas, por ejemplo, a su convocatoria, constitución, desarrollo de 
las sesiones, deliberación y adopción de acuerdos. Se trata en todo caso de 
asegurar a los miembros del órgano la información sobre los asuntos objeto de 
la reunión que figuren en el orden del día de ésta, con el fin de facilitar su 
participación en los debates y la adopción posterior de acuerdos con las 
mayores garantías de acierto. En definitiva, ha de lograrse un equilibrio entre 
un funcionamiento ágil que permita al órgano cumplir los fines para los que fue 
creado y una participación de sus miembros en los debates previos que 
contribuya a la adopción de la decisión más acertada desde el punto de vista de 
todos o la mayoría de ellos. 

 
En esta misma dirección el Reglamento Orgánico del Consejo Consultivo, 

aprobado por el Decreto 102/2003, de 11 de septiembre, dedica su Título III 
(artículos 39 a 60) al “Funcionamiento del Consejo Consultivo de Castilla y 
León” y en él se contienen preceptos relativos a la convocatoria de las sesiones 
del Pleno y Secciones del Consejo, quórum de constitución, asistencia a las 
reuniones, desarrollo de las sesiones, adopción de acuerdos, etc. Pues bien, con 
la reducción de la composición del Consejo a tres miembros electivos (uno de 
ellos será el presidente) y a los consejeros natos que se incorporen a él 
conforme a lo establecido legalmente (incorporación que siempre será difícil de 
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prever al depender en cada momento de la voluntad de la persona afectada), el 
funcionamiento ordinario del Pleno del Consejo (y tanto, o más, el de sus 
Secciones) puede verse afectado sobre todo en los casos en que pudiera 
quedar vacante el puesto de un Consejero hasta que vuelva a cubrirse, o 
simplemente por ausencia o enfermedad de alguno de ellos o del presidente. 
Por otra parte, las posibilidades de debate y estudio de los diferentes puntos de 
vista que a menudo se producen en la resolución de un asunto por los 
miembros del órgano colegiado, van a quedar mermadas. 

 
Con todo, como ya se ha expuesto, la reducción del número de 

consejeros electivos no suscita objeciones de legalidad; la Comunidad ostenta 
competencias suficientes, de acuerdo con los artículos 33 y 70.1 1º del Estatuto 
de Autonomía para llevar a cabo la modificación pretendida. Sí se impone la 
necesidad de proceder a una reforma del Reglamento Orgánico con el fin de 
resolver, de manera expresa, las dudas interpretativas de sus preceptos que la 
modificación legislativa proyectada pueda suscitar. 

 
Debería además, por las razones antedichas, reflexionar sobre la posible 

supresión de las Secciones del Consejo, actualmente contempladas en el 
artículo 20 de la Ley. 

 
 1.3.- Modificación del artículo 7.4. 
 

Este precepto introduce dos modificaciones en la actual redacción del 
artículo: solo podrán ser consejeros natos los ex Presidentes de la Junta de 
Castilla y León que hubieran “accedido a esta responsabilidad al comienzo de 
una legislatura autonómica” y su mandato será, con carácter general, 
ininterrumpido “hasta los setenta años”. 

 
Estas diferencias respecto de la vigente regulación deben considerarse 

sustanciales, ya que actualmente no se exige -para ser consejero nato- el 
requisito de haber ostentado la condición de Presidente al comienzo de una 
legislatura autonómica y, por otra parte, la Ley 12/2005, de 27 de diciembre, 
reguladora del Estatuto de los ex Presidentes de la Junta de Castilla y León 
había ampliado la posibilidad de ser consejero nato del Consejo Consultivo 
hasta los setenta y cinco años. 
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Con ser las modificaciones señaladas importantes, ninguna objeción de 
legalidad puede realizarse a su aprobación, por las mismas razones de tipo 
competencial ya expuestas. Las cuestiones de derecho transitorio a que pudiera 
dar lugar el precepto quedan claramente resueltas, a juicio de este Consejo 
Consultivo, en la disposición transitoria primera. 

 
1.4. y 1.5.- Modificación de los artículos 11.3 y 12.1.9º. 
 
La modificación que se lleva a cabo en sendos apartados de estos dos 

artículos tiene como exclusiva finalidad acomodar su redacción a la nueva 
situación de inexistencia de consejeros electivos designados por la Junta de 
Castilla y León. Por ello, la incompatibilidad en que incurran los consejeros 
electivos va a seguir siendo apreciada por la institución que los designó, que 
será ya sólo las Cortes de Castilla y León. Es de alabar que se lleven a cabo 
estas modificaciones del texto de la Ley, con lo que se evita que puedan 
subsistir restos de una anterior regulación, que un momento determinado 
pueden llegar a originar algún problema de interpretación. 

 
En todo caso, tampoco aquí cabe hacer ninguna objeción de legalidad a 

la modificación pretendida. 
 

 1.6.- Modificación de la disposición final primera. 
 

La modificación que se lleva a cabo en esta disposición final tiene 
igualmente como exclusiva finalidad acomodar su redacción a la nueva 
situación de inexistencia de consejeros electivos designados por la Junta de 
Castilla y León, por lo que se suprime en ella la referencia al artículo 7.2 a), al 
no existir ya en el apartado 2 de este artículo una letra b). 

 
Como en el caso anterior, merece un juicio favorable que tenga lugar 

esta modificación, con lo que se evita que puedan subsistir restos de una 
anterior regulación, que puedan llegar a ocasionar problemas interpretativos en 
el futuro. 

 
Consideración final. 
 
Antes de finalizar esta parte del dictamen referido a las modificaciones 

de la Ley reguladora del Consejo Consultivo que se contienen en el 
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anteproyecto remitido, este Consejo quiere referirse a la propuesta de 
modificación de esta Ley que fue elaborada hace ya dos años por el propio 
Consejo Consultivo con arreglo a los dos siguientes criterios: 

 
  - Modificar los aspectos puntuales que la experiencia del 
funcionamiento del Consejo durante seis años aconsejaba llevar a cabo, 
manteniendo la estructura de la Ley. 
 
  - Tener presente la normativa reguladora de otros Consejos 
Consultivos, con el fin de que no se produjeran diferencias sustanciales con 
ellas. 

 
 En concreto, las modificaciones del articulado de la Ley que se proponían 

hacían referencia a los siguientes extremos: 
 
  - Encomendar al Consejo la función de velar por la protección y 
desarrollo de los derechos de los castellanos y leoneses y la elaboración, a 
solicitud de la Junta de Castilla y León, de estudios, informes o propuestas 
sobre asuntos relacionados con el cumplimiento y desarrollo del Estatuto de 
Autonomía.  
 
  - Sometimiento a dictamen preceptivo las proposiciones de ley de 
reforma del Estatuto de Autonomía, así como aquellas que afecten al desarrollo 
de los derechos y deberes de los castellanos y leoneses. 
 
  - Preceptividad de la consulta previa al Consejo en el caso de 
firma de Convenios en materia de acción exterior de la Comunidad y, en el caso 
de las Entidades Locales, con carácter previo al planteamiento de conflictos en 
defensa de la autonomía local.  
 
  - En el caso de los recursos de inconstitucionalidad y el 
planteamiento de conflictos de competencia, preceptividad de la consulta al 
Consejo con carácter previo a su interposición. 
 
  - Fijación de una cuantía mínima en el caso de las reclamaciones 
de responsabilidad patrimonial, que permita al Consejo Consultivo centrarse en 
los asuntos de mayor importancia, no sólo cuantitativa sino también cualitativa; 
responder a las consultas facultativas que se le remitan con la profundidad y 
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detalle que el asunto objeto de ella misma lo requiera; y formular, además de 
las mociones, observaciones y recomendaciones para un mejor funcionamiento 
de las Administraciones Públicas, las propuestas o elaborar los estudios e 
informes que pudieran serle requeridos por la Junta de Castilla y León. 
 

 La fijación de la cuantía mínima a efectos de la preceptividad del 
dictamen no impide que un determinado asunto pueda ser remitido con 
carácter facultativo para su consulta, si el órgano que hubiera de resolver lo 
estimara conveniente. 

 
  - En el caso de las Entidades Locales la remisión directa al Consejo 
de las solicitudes de consulta, con lo que los procedimientos tramitados por las 
Entidades Locales ganarían en rapidez y eficacia y alejan la posibilidad de su 
caducidad en determinados casos, como ocurre con los procedimientos de 
revisión de oficio y de resolución de los contratos administrativos.  

 
 Respecto de la cuantía mínima en el caso de las reclamaciones de 

responsabilidad patrimonial, es preciso advertir que recientemente la Ley 
2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, ha añadido un inciso final al 
apartado 3 del artículo 142 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, relativo a 
los “Procedimientos de responsabilidad patrimonial”. El mencionado apartado 3 
establece actualmente lo siguiente: 
 

 “Para la determinación de la responsabilidad patrimonial se 
establecerá reglamentariamente un procedimiento general con inclusión de un 
procedimiento abreviado para los supuestos en que concurran las condiciones 
previstas en el artículo 143 de esta Ley. En el procedimiento general será 
preceptivo el dictamen del Consejo de Estado o, en su caso, del órgano 
consultivo de la Comunidad Autónoma cuando las indemnizaciones reclamadas 
sean de cuantía igual o superior a 50.000 euros o a la que se establezca en la 
correspondiente legislación autonómica”.
  

El precepto trascrito, de carácter básico, atribuye rango legal a la 
preceptividad del dictamen de los Órganos Consultivos en el procedimiento 
general para la exigencia de la responsabilidad patrimonial de la Administración 
(que hasta ahora se recogía de forma genérica sólo en el Reglamento de los 
Procedimientos de las Administraciones Públicas en materia de Responsabilidad 
Patrimonial) cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o 
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superior a 50.000 euros o a la que “se establezca en la correspondiente 
legislación autonómica”. 

 
El hecho de que la legislación de Castilla y León no tenga establecida de 

forma expresa una cuantía mínima, a efectos de la preceptividad del dictamen 
del Consejo Consultivo, puede dar lugar a opiniones divergentes acerca de la 
interpretación y alcance del precepto comentado y generar por ello la duda 
respecto del carácter de la intervención del Consejo Consultivo en estos 
procedimientos de responsabilidad patrimonial y, en definitiva, una cierta 
inseguridad jurídica tanto a las Administraciones consultantes como a los 
propios interesados. Esta situación debe y puede evitarse simplemente con la 
fijación expresa de esta cuantía en la Ley reguladora del Consejo Consultivo. 
  
 Se propone así la modificación del número 1º del artículo 4.1 h) de la 
Ley 1/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo Consultivo de Castilla y León, 
en los siguientes términos, o similares: “1º Reclamaciones de responsabilidad 
patrimonial de cuantía igual o superior a (…) euros”. 
 
 Esta modificación, si se considera que no debe incluirse en el 
anteproyecto objeto del presente dictamen, sí debería llevarse a cabo de forma 
ineludible, por las razones expuestas, en breve plazo. Con ello queda eliminada 
de raíz cualquier duda que la aprobación de la mencionada Ley de Economía 
Sostenible haya podido originar respecto de la preceptividad de la consulta al 
Consejo Consultivo de Castilla y León en materia de reclamaciones de 
responsabilidad patrimonial. 

 
Artículo 2.- Modificación de determinados artículos de la Ley 

2/2002, de 9 de abril, reguladora del Consejo de Cuentas de Castilla y 
León. 

 
2.1 Modificación del artículo 14.7. 
 
El precepto establece en su actual redacción que “Los informes de 

fiscalización y las resoluciones que sobre los mismos adopten las Cortes de 
Castilla y León se publicarán en el ‘Boletín Oficial de Castilla y León’”. 

 
Con la modificación propuesta se pretende que los informes de 

fiscalización se hagan públicos a través de la sede electrónica del Consejo de 
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Cuentas de Castilla y León y que las resoluciones que sobre dichos informes 
adopten las Cortes de Castilla y León se sigan publicando en el Boletín Oficial 
de Castilla y León.  

 
Las razones de esta medida, contenidas en la Memoria, obedecen a 

motivos de eficacia y austeridad en la publicación de los informes del Consejo de 
Cuentas, ya que su gran tamaño dificulta y ralentiza el acceso de los ciudadanos 
al número del Boletín Oficial de Castilla y León en el que se publican; supone, 
además, un incremento en el coste de edición del número correspondiente. 

 
Esta medida trata de aplicar el mismo criterio utilizado por la Junta de 

Castilla y León con otro tipo de documentos (como los planes o estrategias), en 
los que sólo se publicarían en el diario oficial el acuerdo o disposición que los 
aprueban, con indicación expresa de que el instrumento completo está 
disponible en la página web correspondiente. 

 
La disposición proyectada, siempre que se cumplan las garantías 

previstas en la Ley 11/2007, de 22 de junio, de acceso electrónico de los 
ciudadanos a los Servicios Públicos (en especial el artículo 4.b) y en el Decreto 
40/2005, de 19 de mayo, por el que se regula la utilización de técnicas de 
administración electrónica por la Administración de la Comunidad de Castilla y 
León, permitirá la publicación de los informes en la sede electrónica del Consejo 
de Cuentas, para lo que, como se recoge en la Memoria, deberá señalarse en el 
diario oficial el acuerdo o disposición que los aprueban, con indicación expresa 
de que el instrumento completo está disponible en la página de la sede oficial 
correspondiente. También será necesario, en consonancia con la disposición 
adicional segunda del Decreto 40/2005, de 19 de mayo, la celebración del 
correspondiente convenio de colaboración.  
 

2.2 Modificación del artículo 19.1.  
 
Con la modificación propuesta se pretende reducir de 5 a 3 el número de 

consejeros del Consejo de Cuentas. Este Consejo, con el fin de no incurrir en 
una innecesaria repetición de argumentos, se remite al comentario del artículo 
1.2 del anteproyecto sobre la reducción de consejeros del Consejo Consultivo y 
a las observaciones a la modificación del apartado 3 de este mismo artículo, 
que se recogen a continuación.  
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2.3 Modificación del artículo 19.3. 
 
En este apartado 3 la modificación propuesta consiste en la remisión a la 

regulación de la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Administración 
de la Comunidad de Castilla y León, respecto de la actuación de los órganos 
colegiados, para la válida constitución del Pleno y la adopción de acuerdos por 
el Consejo de Cuentas. Lo primero que ha de advertirse es que causa extrañeza 
la aplicación de una ley reguladora del Gobierno y de la Administración, general 
e institucional, a una Institución dependiente de las Cortes. 

 
Por otra parte, los artículos 52 y siguientes de la citada Ley 3/2001, de 3 

de julio, no contienen ningún precepto dedicado a regular estas materias. Así, 
los artículos 52 (Régimen), 53 (Requisitos de creación), 54 (Miembros), 55 
(Funciones del presidente), 56 (Funciones de los miembros), 57 (Funciones del 
secretario) y 58 (Actas), no contienen prescripciones específicas sobre los 
extremos a los que se remite el artículo propuesto -válida constitución del Pleno 
y adopción de acuerdos-, más allá de alguna remisión genérica al voto de 
calidad del Presidente del órgano, extremo éste ya regulado en el artículo 
21.4.b) de la Ley 2/2002, del Consejo de Cuentas. 

 
 La única interpretación que cabría, según criterio de este Consejo 
Consultivo, es tener en cuenta la remisión de segundo grado que se realiza en 
el artículo 52 de la citada Ley 3/2001, de 3 de julio, al disponer que “Los 
órganos colegiados de la Administración General de la Comunidad se regirán 
por las normas básicas del régimen jurídico de las Administraciones públicas”, 
esto es, la remisión a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, cuyo artículo 26 sí 
contempla el régimen de “Convocatorias y sesiones”. 
 
 Sin embargo, la aplicación de este precepto no resulta fácil en el presente 
caso. El citado artículo 26.1 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, establece 
que “Para la válida constitución del órgano, a efectos de la celebración de 
sesiones, deliberaciones y toma de acuerdos, se requerirá la presencia del 
Presidente y Secretario o en su caso, de quienes le sustituyan, y la de la mitad 
al menos, de sus miembros, salvo lo dispuesto en el punto 2 de este artículo”. 
Si se reduce el número de consejeros de 5 a 3 y para la válida constitución del 
órgano es suficiente la presencia del Presidente y Secretario, o de quienes le 
sustituyan, y la de la mitad al menos de sus miembros, se podría dar el caso de 
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que el órgano colegiado tome sus decisiones integrado por sólo 2 miembros, 
con lo que las posibilidades de debate y estudio de los diferentes puntos de 
vista con que a menudo puede contemplarse la resolución de un asunto por los 
miembros del órgano colegiado van a quedar mermadas, del mismo modo que 
ocurre con la modificación de la composición del Consejo Consultivo. 
 
 Igualmente, de conformidad con el artículo 26.4 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, que dispone que “Los acuerdos serán adoptados por mayoría 
de votos”, la decisión del Presidente, o de quien hiciese sus veces, podría llegar 
a determinar el sentido del acuerdo, ya que en el caso de empate decide el 
voto de calidad del Presidente.  
 
 Por todo ello se considera que hubiera sido preferible el establecimiento 
de una regulación expresa en el texto de la norma del régimen de constitución 
y adopción de acuerdos, sin efectuar una remisión a otra ley. 
 

Con todo, tampoco aquí la reducción del número de consejeros suscita 
objeciones de legalidad; la Comunidad ostenta competencias suficientes, de 
acuerdo con los artículos 90 y 70.1 1º del Estatuto de Autonomía para llevar a 
cabo la modificación pretendida. Sí se impone la necesidad de proceder a una 
reforma del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Consejo de 
Cuentas, aprobado por Resolución de 17 de marzo de 2004, de la Mesa de las 
Cortes de Castilla y León, con el fin de adaptarlo a la modificación legislativa 
que se propone una vez aprobada. 
 
 Por último, este Consejo Consultivo no quiere dejar de recordar, como ya 
tuvo ocasión de expresarlo en su Dictamen 133/2008, de 27 marzo, que 
tangencialmente derogaba un precepto de su Ley reguladora, que las 
modificación de las leyes reguladoras de las Instituciones de la Comunidad debe 
llevarse a cabo al menos con el mismo grado de consenso político que en su día 
obtuvo su aprobación por las Cortes de Castilla y León.  
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III 
CONCLUSIONES 

 
En mérito a lo expuesto, el Consejo Consultivo de Castilla y León 

informa: 
 

Puede elevarse a la Junta de Castilla y León para su aprobación el 
anteproyecto de Ley por la que se introducen modificaciones relativas a la 
organización y funcionamiento de los Consejos Consultivo y de Cuentas y al 
Gobierno y Administración de la Comunidad.  
 

No obstante, V.E. resolverá lo que estime más acertado.  
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